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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 15 de noviembre de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Hitters, Soria, Negri, Pettigiani, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 84.277, "Ocampo, Juan Ernesto contra D.S.D. Construcciones y Montajes S.A. y otra. Indemnizaciones por despido".

A N T E C E D E N T E S


El Tribunal del Trabajo de Campana rechazó la demanda deducida por Juan Ernesto Ocampo contra D.S.D. Construcciones y Montajes S.A. y Esso S.A.P.A., por la que pretendía indemnización por despido, con costas a la parte actora.


Esta dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N 


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


I. En lo que resulta materia de impugnación, el tribunal del trabajo que intervino en autos, desestimó el reclamo incoado por el señor Ocampo en concepto de indemnización por violación de la garantía de estabilidad gremial. Juzgó el caso encuadrable en lo dispuesto por el art. 51 de la ley 23.551, conclusión a la que arribó desde una doble vertiente de circunstancias que, especialmente controvertidas como postulado del escrito liminar del proceso, resultaron inequívocamente acreditadas en autos: 1º) que el promotor del juicio fue designado como subdelegado del personal que la firma Manferro S.A. (hoy D.S.D. Construcciones y Montajes S.A.) tenía asignado en la obra de la empresa ESSO S.A.P.A. en la ciudad de Campana, y que con ese alcance se definió la extensión del cargo, habida cuenta que con la señalada limitación fue realizado el acto eleccionario y resultó electo, y 2º) que el despido del actor y del resto de sus compañeros representados se produjo debido a la conclusión de la citada obra (ver veredicto fs. 204/5; sentencia fs. 215 vta./217).

II. Contra esa decisión se alza la parte actora mediante recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en el que denuncia absurdo e infracción de los arts. 44 inc. "d" de la ley 11.653; 456 y 474 del Código Procesal Civil y Comercial; 39 inc. 3 de la Constitución provincial y 17 de la nacional. 


Invoca que es absurda la conclusión del fallo que consideró circunscripta la representatividad del actor a los trabajadores de Manferro S.A. destinados a la ejecución de la obra ESSO S.A.P.A. y, también, en cuanto juzgó acreditada su finalización, toda vez que a la fecha del despido motivado supuestamente por dicha decisión, permanecían trabajadores afectados a la misma.


III. El recurso no ha de prosperar atento su manifiesta insuficiencia técnica.


1. Con especial apoyo en la prueba informativa y testimonial, el tribunal de grado tuvo por acreditado que Esso S.A.P.A. rescindió unilateralmente el contrato que mantenía con Manferro S.A., poniendo fin a la obra en la que Ocampo se desempeñaba y en cuya órbita fue electo subdelegado, dando por concluidas las tareas a partir del 31-XII-1991. 


En tales condiciones procedió al despido de la totalidad del personal y del actor a partir del 29-I-1992, excepto dos trabajadores que, sin prestación de tareas, continuaron vinculados hasta la segunda quincena del mes de febrero del mismo año con motivo de la finalización de sus respectivas licencias por enfermedad.


2. El embate recursivo se limita a objetar las conclusiones fácticas valoradas por el a quo respecto de: a) el alcance de la representatividad gremial de Ocampo; que pretende extendida a la totalidad de trabajadores de la demandada; b) la interpretación de la locución "finalización de la obra" establecida para la operatividad del dispositivo legal actuado en el pronunciamiento y que, a soslayo del cese de las obras, considera solamente definido con la efectiva terminación de los trabajos y c) el mantenimiento del contrato con trabajadores representados por el actor al momento de disponerse su despido.


3. Por conducto del referido carril de impugnación el recurrente incurre en notorio déficit técnico a poco que se advierta que, lejos de demostrar el error grave y manifiesto que evidencie el absurdo, en lo concerniente a la configuración del supuesto de cesación de actividades que neutralice la estabilidad del representante gremial y del contexto fáctico del caso, aspectos cuya apreciación es privativa del tribunal de origen (conf. causas L. 61.890, sent. del 21‑X‑1997; L. 79.675, sent. del 29‑XII‑2003), se circunscribe a oponer su propio criterio valorativo y a exhibir discrepancias subjetivas ineficaces para descalificar lo resuelto en el fallo.


En tal sentido se limita a reiterar su personal tesitura y particular criterio acerca de la extensión de su representatividad gremial y de la existencia de otros trabajadores, sin controvertir, empero, la conclusión del fallo referida a la cesación total de tareas, ni a demostrar que la valoración efectuada por los sentenciantes respecto a los alcances del acto eleccionario y la consiguiente designación gremial sea producto de un razonamiento absurdo. Antes bien, lo que el recurrente promueve, en rigor, es la sustitución del criterio de los juzgadores con el suyo propio, en una técnica que reiteradamente este Tribunal ha reprobado por manifiestamente insuficiente, porque se agota en la pretensión de contraponer a la valoración de las pruebas y hechos realizado en función privativa por el tribunal a quo, una argumentación basada exclusivamente sobre su opinión personal (conf. causas L. 65.182, sent. del 1‑IX‑1998; L. 68.576, sent. del 24‑VIII‑1999; L. 76.531, sent. del 22‑XII‑2004; L. 85.146, sent. del 24‑VIII‑2005, entre otras).


Por lo demás, la insuficiencia del recurso queda en evidencia ni bien se repare en la falta de denuncia del precepto sustancial actuado en el fallo ‑art. 51 de la ley 23.551‑, cuya hipótesis de aplicación, por otra parte, se adecua a los principios que informan la doctrina legal vigente sobre la materia, en tanto concurra la objetiva verificación de la cesación de actividades o la suspensión general de las tareas en el establecimiento u obra, y sin que importe, para su configuración, las circunstancias verificadas para adoptar ese extremo (conf. doct. causas L. 66.776, sent. del 2‑III‑1999; L. 72.212, sent. del 9‑V‑ 2001).


IV. Por lo expuesto, el recurso debe rechazarse con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Soria, Negri, Pettigiani y Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votaron también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído; con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.
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